SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N°023
RADICACIÓN: 66001220400020200007000

ACCIONANTE: NELSON MAURICIO ÁVILA DIAZ
DECLARA IMPROCEDENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDIBILIDAD / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / CASO: ACEPTACIÓN DE CARGOS, DESISTIMIENTO DE LA APELACIÒN DEL FALLO, DEFENSA TÉCNICA / SE DENIEGA EL AMPARO.
Como quiera que en la presente tutela se ataca una determinación adoptada por una autoridad judicial, es indispensable estudiar de manera inicial lo relacionado con la viabilidad de la tutela a efectos de revisar la citada decisión, para luego establecer si hay o no lugar a realizar un análisis de fondo al caso concreto.

La jurisprudencia de la H. Corte Constitucional recopiló y reiteró los requisitos generales para que proceda la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales de acuerdo con lo que en tal sentido se estableció en la sentencia C-590/05…
Frente a las pretensiones que hace el actor debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley. (…)
Considera la Colegiatura que en este asunto no se cumplen las exigencias constitucionales para la procedencia de la acción constitucional, en tanto el actor no identificó de qué manera el fallo judicial emitido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) en enero 23 de 2020 vulneró sus derechos fundamentales, máxime que este fue el resultado de la aceptación de cargos que unilateralmente realizó de manera libre, voluntaria y consciente durante el desarrollo de la audiencia preparatoria… 

No puede pretender el actor, a la hora de ahora y por esta vía excepcionalísima, derruir un fallo judicial que goza de la doble presunción de acierto y legalidad, ya que si bien en principio contra tal determinación se interpuso un recurso de apelación por parte de su apoderada, con posterioridad a ello se desistió del mismo, lo cual se hizo de manera expresa mediante escrito signado por el señor Ávila Díaz y su defensora, y ello conllevó a que tal providencia hiciera tránsito a cosa juzgada. (…)
… no evidencia la Sala vulneración alguna al derecho a la defensa del accionante, en tanto siempre estuvo asistido de un apoderado durante las audiencias que se desarrollaron en el proceso seguido en su contra, sin que en estas se observe irregularidad alguna en punto de la actividad que desempeñó quien ejerció su defensa técnica en la etapa de juzgamiento. (…)
Finalmente y en cuanto a la apreciación subjetiva del accionante respecto a un presunto “conflicto de intereses” en el caso que se adelantó en su contra, situación que en su criterio daría lugar a decretar la nulidad del proceso, consistente en que fueron al menos cuatro mujeres las que participaron en la actuación a saber: la juzgadora, la procuradora, la defensora de víctimas y su apoderada, como situación que en su sentir no garantizaba imparcialidad en la actuación al tratarse de un delito de feminicidio, como quien quiere decir que los intervinientes debieron ser hombres en su totalidad, lo que corresponde sostener es que además de no existir soporte alguno que dé viabilidad a esa tesis, se trata de una aseveración infundada…
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintidós (22) de mayo de dos mil veinte (2020)

                                                                  Acta de Aprobación No 408
                                                  Hora: 3:50 p.m.
1.- VISTOS

Procede esta Corporación en Sala Dual a decidir la acción de tutela instaurada por el señor NELSON MAURICIO ÁVILA DÍAZ, contra el Juzgado Cuarto Penal del Circuito, la Fiscalía 38 Seccional de Pereira, la Fiscalía 38 Seccional de Pereira (Rda.)  la Procuraduría Delegada en lo Penal y la defensora pública LINA VERÓNICA BOTERO GÓMEZ, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso, a la igualdad material, a la imparcialidad y a la doble instancia.

2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el interno ÁVILA DÍAZ, se puede concretar así: (i) está privado de su libertad con ocasión de la sentencia de condena proferida en su contra por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira, por el delito de feminicidio agravado; (ii)  se vulneró el derecho a la defensa al no haber contado en la primera instancia con una adecuada defensa técnica, no haber sido escuchado en “indagatoria”, no haberse valorado las pruebas arrimadas y por ignorancia habérsele negado el derecho al debate jurídico que permitiera la valoración más objetiva por parte del Tribunal; (iii) luego de hacer un recuento de los hechos por los cuales se le investigó y justificar su accionar, señala que una vez capturado fue llevado a audiencias donde lo asistió un defensor, quien luego de revisar la carpeta le indicó que no aceptara cargos, como así lo hizo, en tanto escucharía las partes para preparar su defensa, y es en dicha audiencia donde se entera que está siendo investigado por feminicidio agravado; (iv) al no tener posterior contacto con abogado alguno, envió petición a la Defensoría donde le informaron que de tiempo atrás le había sido asignada la abogada de nombre LINA VERÓNICA BOTERO GÓMEZ; (v) en su sentir se venció el término para presentar la acusación al tardarse 4 meses y 17 días para ello; (vi) la abogada fue cinco días después y le expresó que irían a la audiencia de acusación en la cual debía aceptar cargos en los términos que lo plasmó la Fiscalía, esto es, por feminicidio agravado, no obstante la discusión del fiscal con la abogada quien reclamó que debía ser acusado por homicidio y no por feminicidio, lo cual no aceptó el fiscal, y la letrada le manifestó que guardara silencio, como así lo hizo; (vii) finalmente se realizó la última audiencia, y como ya había aceptado cargos la abogada le dijo que esperara la tasación de la pena para apelar, pero vio con sorpresa que su apoderada al revisar el caso le expuso que el Tribunal podría subir la condena y lo mejor era dejar así, ante lo cual le hizo firmar un documento que no leyó, y al final fue condenado a 416 meses sin tener en cuenta su aceptación de cargos; y (viii) se evidencia una clara falta de defensa técnica, deslealtad y ética por parte de su abogada, y al parecer primó un posible conflicto de intereses con perspectiva de género, como quiera que la juzgadora, la abogada y el Ministerio Público eran mujeres y en esa clase de asuntos debe tenerse el más alto grado de imparcialidad, lo que en su caso no se aplicó.

Con fundamento en lo anterior, pide que se proteja su derecho al debido proceso y en consecuencia se ordene lo siguiente: (i) se disponga la revisión de su proceso; (ii) se caracterice de manera objetiva y se cambie la imputación de feminicidio agravado por homicidio, además de tener en cuenta que fue ocasional o culposo y no predeterminado o intencional; (iii) se le reciba indagatoria por el Superior; (iv) se le garantice la doble instancia; (v) se redosifique la pena impuesta; (vi) se decrete la nulidad de lo actuado por el impedimento moral y legal de las tres intervinientes en el proceso por ser de género femenino; (vii) se abra investigación disciplinaria contra la abogada LINA VERÓNICA BOTERO, al inducirlo a renunciar a su derecho de acudir a la segunda instancia; y (viii) se verifique el vencimiento de términos por ser un hecho relevante de posible nulidad.
3.- CONTESTACIÓN

La Sala corrió traslado al Juzgado Cuarto Penal del Circuito, a la Fiscalía 38 Seccional, a la Procuraduría Delegada en Asuntos Penales, a la abogada LINA VERÓNICA BOTERO, y dispuso vincular a los demás intervinientes en el proceso que se adelantó en contra del señor NELSON MAURICIO ÁVILA DIAZ -defensor, fiscal, Ministerio Público, y apoderado de víctimas-, algunos de los cuales dieron respuesta a la tutela, así:
- La titular del Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) expresó que lo planteado por el accionante se contrae a lo discurrido en la etapa de juzgamiento dentro del proceso seguido en su contra, lo que quedó plasmado en el expediente y en los registros de audio de las audiencias realizadas, por lo cual su intervención se resume a lo que obra en el fallo condenatorio donde se discutió el material probatorio y la responsabilidad del señor ÁVILA DÍAZ quien se allanó a los cargos en la audiencia preparatoria, y quien estuvo debidamente asesorado por su defensora, con lo cual se garantizaron sus derechos. Aduce que si bien contra la sentencia se interpuso recurso por la defensa, posteriormente allegó memorial donde desistía del mismo, lo cual aceptó el despacho y por tal motivo la determinación cobró firmeza y se ordenó la remisión del expediente a los Juzgados de Ejecución de Penas.

- La Procuradora 231 Judicial I Penal de Pereira adujo que las decisiones adoptadas en el marco del proceso penal que se cuestiona gozan de presunción de legalidad, máxime que contó con la presencia no solo de la defensa sino del Ministerio Público, sin haberse advertido situación alguna que pudiere alegarse como constreñimiento a su voluntad, tanto al momento de aceptar cargos como en el desistimiento del recurso frente a la sentencia. Ninguno de los argumentos del actor permite concluir de manera lógica y razonable que careció de defensa técnica, lo cual tampoco advirtió la operadora jurídica ni el Ministerio Público. Y al tratarse de decisiones tomadas en el interior de un proceso penal, la Corte Constitucional ha señalado que la misma es improcedente al fijar unos criterios rígidos y exigentes para ello, los que en este caso no se cumplen. Considera en consecuencia que la tutela debe declararse improcedente.

- La abogada CONSUELO RAMÍREZ ARCILA, apoderada de víctimas en el proceso, manifestó que no se vulneró el derecho al debido proceso del procesado ya que la abogada LINA VERÓNICA BOTERO actuó como una buena profesional al defender los intereses de su representado, al punto que logró un acuerdo con la Fiscalía para que el acusado aceptara cargos al estar probada su responsabilidad en el ilícito, e incluso en el sentencia se consideró que el mismo se vio beneficiado en tanto el delito cometido daba para una pena mayor al haber actuado con sevicia. Estima que la defensora del acusado actuó conforme a derecho y en su caso ella tampoco habría apelado, como quiera que al haber existido aceptación de cargos, lo fue por contarse en el proceso con pruebas suficiente en su contra. Señala que ningún derecho se quebrantó, el despacho le otorgó todas las garantías y su apoderada buscó lo más favorable para el actor. 
- El Fiscal 38 Seccional de Pereira pide que se despache de manera desfavorable lo pedido por el accionante, por lo siguiente: (i) aunque el actor en la tutela hace un detallad relato de lo sucedido, en el trámite procesal no expuso su deseo de dar a conocer lo acaecido mediante interrogatorio, en tanto en las audiencias celebradas manifestaba a su defensora que: “no se acordaba de lo que había sucedido”, y esa era su curiosa justificación de lo sucedido. Ahora sorprende esa nueva versión elaborada e inverosímil, porque de no haber sucedido realmente los hechos imputados, desde un principio esa hubiere sido su defensa, e incluso no hubiera abandonado a la víctima; (ii) la Fiscalía cumplió con la carga probatoria para acreditar no solo la materialidad de los delitos de homicidio y feminicidio, sino también la responsabilidad del señor ÁVILA DÍAZ. Y la sentenciadora de forma ponderada e imparcial valoró los EMP de los cuales corrió traslado la Fiscalía para efectos de dictar sentencia derivada de la aceptación de cargos; (iii) del análisis que efectúe la Sala podrá establecer que se respetó el debido proceso y no existió el más mínimo asomo de vulneración de los derechos del actor; (iv) por su parte acreditó que se estructuraba la conducta de feminicidio amén de las pruebas arrimadas y que analizó tanto la a quo, como ola Procuradora y la defensora del acusado, esta última quien en efecto insistió a la Fiscalía para que degradara los cargos a homicidio, como estrategia defensiva, y quien además ofreció una clara, legal y vehemente defensa técnica; (v) respecto a los señalamientos infundados que hace de la representante del Ministerio Público, de la juzgadora y de su propia defensora, en el sentido de actuar sin imparcialidad dada su perspectiva de género, ello no merece pronunciamiento alguno al conocer las calidades excelsas de las tres funcionarias, no solo a nivel profesional sino como personas de altas calidades; y (vi) frente a la pena impuesta, la funcionaria de primer nivel hizo una justa e imparcial ponderación de los hechos y concedió el único beneficio que la gravedad del delito le permitía.
- La abogada LINA VERÓNICA BOTERO GÓMEZ refirió: (i) al haberle sido sustituido el proceso penal seguido contra NELSON MAURICIO ÁVILA, y una vez citada para la audiencia de formulación de acusación, se presentó ante él como su abogada, le aportó su número telefónico para que se contactaran y a la vez le indicara todo acerca de las pruebas para controvertir los cargos, ante lo cual el procesado le señaló que no tenía; (ii) al explicarle los elementos de prueba que se tenían en su contra, evidenció la necesidad de una terminación anticipada del proceso al no contar con probanza alguna para controvertir los cargos presentados por la Fiscalía; (iii) el actor adujo que entendía lo explicado, y que en una próxima audiencia se definiría si se hacía un preacuerdo o aceptaba cargos, ante lo cual le reiteró que su decisión era libre, voluntaria y consciente, y fue enfática en decirle que esa determinación solo la podía tomar él, al ser quien asumía las consecuencias del delito y la dura pena a la que sería condenado, (iv) luego de la acusación y de hacerse claridad sobre la calificación jurídica, buscó acercamientos con el fiscal; (v) en enero 13 de 2020, con antelación a la audiencia preparatoria, le exhibió al usuario los medios de prueba con los que contaba la Fiscalía, a lo cual manifestó nuevamente no tener pruebas, y reiteró su deseo de aceptar cargos, ante lo cual le indicó que por ello sería privado de su libertad por una pena muy alta y fue enfática en recordarle que dicha decisión debía ser libre, consiente y voluntaria; (vi) al dictarse sentencia en enero 23 de 2020, interpuso apelación y culminada la audiencia le explicó a su cliente lo pertinente, ante lo cual este expuso que no se dijera nada del recurso; (vii)  en enero 30 cuando se vencía el término para sustentar la apelación, acudió a las instalaciones del lugar donde se encontraba privado de la libertad el actor para preguntarle si deseaba que sustentara el recurso, ante lo cual este le dijo que no, y por ende le esgrimió que con ello renunciaba a que el fallo fuera revisado, pero aun así le manifestó que entendía y no iba a apelar; (viii) nunca le dijo a su cliente que la pena sería incrementada en segunda instancia, por el contrario trató de ejercer sus derechos procesales y este le expresó que entendía y no quería apelar, y por ello le dijo que si iban a desistir ambos suscribirían el documento; (ix) antes de la realización de las respectivas audiencias siempre se reunía con su defendido para explicarle el desarrollo de las mismas, y se suscribían por ambos las entrevistas respectivas -las cuales allega-, y por ende ve con asombro la presente tutela, en tanto este nunca adujo no entender lo sucedido o tener inconformidad alguna con ella; (x) reitera que en momento alguno el señor ÁVILA DÍAZ le reveló desconocer las explicaciones dadas sobre su proceso, sentirse inconforme con su gestión como defensora, o incómodo por el hecho que una mujer ejerciera su defensa, de lo cual solo se enteró por lo dicho en la tutela; (xi) en este caso no se le han vulnerado garantías fundamentales al accionante, ni mucho menos concurre causal genérica o específica de procedibilidad que haga viable esta acción constitucional, por lo cual pide que no se acceda a la pretensión. 
- El Procurador 290 Judicial I Penal, por delegación de la Procuradora Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales, expresa lo siguiente: (i) el amparo debe ser declarado improcedente por cuanto lo pretendido por el accionante es retractarse de su decisión de aceptar cargos, lo cual es imposible lograr por esta vía al tenor del principio de “irretractabilidad”, como  vertiente del debido proceso, lo que  impide la anulación de la decisión que cobró ejecutoria y la torna en irremovible por haber hecho tránsito a cosa juzgada; (ii) de igual manera no procede el amparo para atacar providencias judiciales y sólo por excepción aplica cuando confluyan algunos requisitos generales y específicos para estudiar su procedencia; (iii) en atención con el principio de subsidiariedad, no le es permitido al juez de tutela inmiscuirse indebidamente en asuntos que son de competencia exclusiva de los mecanismos y jueces ordinarios, y en este caso el actor tiene a la mano la denominada “Acción de Revisión” de acreditarse las causales para ello; (iv) cuando se arremete contra una decisión judicial que goza de los principios de acierto y legalidad, la jurisprudencia impone la carga al actor de demostrar el  presunto agraviado sin que el simple relato de los hechos sea suficiente para satisfacer tal exigencia; (v)  de considerarse engañado por la defensa, no es la tutela la vía pertinente al existir la jurisdicción disciplinaria, a la cual podría acudir; y (vi) solicita se designe un abogado de la Defensoría para que examine la viabilidad que tenga este caso y su eventual vocación de éxito al acudir a la acción de revisión, y se corra traslado en cuanto a la queja del actor en relación con la abogada.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tal los documentos aportados por los interesados. Por parte del Centro de Servicios Judiciales se aportó copia de los registros de las audiencias llevadas a cabo en el referido asunto, e igualmente del Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira se allegaron copias de las actas respectivas y del fallo condenatorio.
 5.- Para resolver, SE CONSIDERA
El Tribunal es competente para fallar este caso de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte de los despachos y personas vinculadas con ocasión de las diligencias que se adelantaron en contra del señor NELSON MAURICIO ÁVILA DÍAZ por la conducta de feminicidio agravado, se vulneraron los derechos fundamentales que estima conculcados el accionante.

5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”, al ser este por excelencia el medio más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

Como quiera que en la presente tutela se ataca una determinación adoptada por una autoridad judicial, es indispensable estudiar de manera inicial lo relacionado con la viabilidad de la tutela a efectos de revisar la citada decisión, para luego establecer si hay o no lugar a realizar un análisis de fondo al caso concreto
.

La jurisprudencia de la H. Corte Constitucional
 recopiló y reiteró los requisitos generales
 para que proceda la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales
 de acuerdo con lo que en tal sentido se estableció en la sentencia C-590/05, en el que además se puntualizó que: 
“En definitiva, como ha sido señalado en reciente jurisprudencia, la acción de tutela contra providencias judiciales es un instrumento excepcional, dirigido a enfrentar aquellas situaciones en que la decisión del juez incurre en graves falencias de relevancia constitucional, las cuales tornan la decisión incompatible con la Constitución. En este sentido, la acción de tutela contra decisión judicial es concebida como un juicio de validez y no como un juicio de corrección
del fallo cuestionado, lo que se opone a que se use indebidamente como una nueva instancia para la discusión de los asuntos de índole probatoria o de interpretación normativa, que dieron origen a la controversia. […]” 

Frente a las pretensiones que hace el actor debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.

Sobre el particular en la sentencia T-313 de 2005, la H. Corte Constitucional indicó: 

“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.”

Así mismo la H. Corte Suprema de Justicia, frente a la interposición de acciones de tutela contra decisiones judiciales, también ha expresado:

“Desde otrora esta Sala ha venido sosteniendo que si bien la tutela procede contra providencias judiciales, en aplicación de los anteriores criterios de procedibilidad -ya expuestos en extenso- incumbe a quien la ejercite no sólo conformarse con realizar exposiciones aisladas de argumentos que cuestionen su validez, sino también demostrar, de forma irrefutable, que las mismas sólo están envueltas en un manto de legalidad, mas en el fondo no son otra cosa que la expresión grosera o ilegal de la judicatura, disfrazada de declaración de justicia.
Frente a las providencias judiciales, por otra parte, se presume su legalidad y acierto, razón por la cual, si se pretende demostrar lo contrario, a quien así lo denuncia es al que le corresponde la carga de construir un discurso argumentativo y probatorio de tal talante que el error, que de por sí debe ser garrafal, quede en franca evidencia

No obstante, siguiendo el principio de informalidad de la tutela, si bien no se exigen fórmulas sacramentales en su planteamiento, también es cierto que no resulta admisible solicitar al juez constitucional una actitud oficiosa de protección de las garantías fundamentales, o pretender que se active su intervención para revivir un debate sustancial o probatorio ya culminado, a partir de planteamientos genéricos y sin demostración.  En esa medida, una actuación judicial culminada constituye una expresión de seguridad jurídica y coadyuva a alcanzar uno de los principios de nuestro Estado Social de Derecho, cual es el de lograr «…la vigencia de un orden justo» –Artículo 2º Constitucional-.
Por lo anterior, la labor del demandante en una tutela contra decisiones judiciales es más exigente, pues no puede quedarse simplemente en el planteamiento de censuras y omitir su demostración, pretendiendo que el juez de tutela, en una labor de reemplazo del juez ordinario, entre nuevamente a verificar en el expediente y a constatar si los falladores de instancia realizaron o no correctamente la labor de adecuado impulso procesal y de análisis jurídico sustancial, pues debe partirse del presupuesto que dicha función fue adecuadamente realizada por los falladores de instancia”. 
 -negrillas de la Sala-

De igual forma, esa Alta Corporación en sede constitucional
, se pronunció de la siguiente manera:

“La Sala debe recordarle al actor, que siendo la tutela un mecanismo de protección excepcional frente a providencias judiciales, su prosperidad va ligada al cumplimiento de “ciertos y rigurosos” requisitos de procedibilidad que implican una mínima carga para quien reclama el amparo, no solo en su planteamiento sino también en su demostración, como lo ha expuesto la propia Corte Constitucional
, pues las sentencias que hacen tránsito a cosa juzgada, gozan de la doble presunción de acierto y legalidad que brindan seguridad jurídica a las decisiones judiciales, necesaria para la consolidación del Estado de Derecho. Sólo por vulneraciones constitucionales, relativas a los derechos fundamentales, mediante acciones reflejadas en los hechos, oportuna y claramente planteados y demostrados, se puede desvirtuar esta doble presunción”.

Considera la Colegiatura que en este asunto no se cumplen las exigencias constitucionales para la procedencia de la acción constitucional, en tanto el actor no identificó de qué manera el fallo judicial emitido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) en enero 23 de 2020 vulneró sus derechos fundamentales, máxime que este fue el resultado de la aceptación de cargos que unilateralmente realizó de manera libre, voluntaria y consciente durante el desarrollo de la audiencia preparatoria, lo cual fue verificado por la funcionaria judicial, sin que en dicha oportunidad efectuara pronunciamiento diverso al de aceptar tal consenso. 
No puede pretender el actor, a la hora de ahora y por esta vía excepcionalísima, derruir un fallo judicial que goza de la doble presunción de acierto y legalidad, ya que si bien en principio contra tal determinación se interpuso un recurso de apelación por parte de su apoderada, con posterioridad a ello se desistió del mismo, lo cual se hizo de manera expresa mediante escrito signado por el señor ÁVILA DÍAZ y su defensora, y ello conllevó a que tal providencia hiciera tránsito a cosa juzgada. Por ende, resulta un despropósito que frente a un proceso ya culminado y debidamente ejecutoriado, se pida establecer la existencia de un presunto vencimiento de términos, o que sea “escuchado en indagatoria” por esta Corporación, como así lo refiere, toda vez que ello debió pedirlo en el trámite procesal, y lo que se sabe es que ni lo uno ni lo otro fue reclamado en el curso de la actuación, o por lo menos no existe constancia a ese respecto.
En ese orden de ideas, se evidencia la improcedencia del amparo constitucional, máxime que el actor cuenta con otro medio de defensa judicial, como lo sería acudir a la acción de revisión, siempre y cuando se cumplan desde luego las exigencias contenidas en el canon 192 y ss. C.P.P., y para ello podrá acudir a la Defensoría del Pueblo para que sea tal entidad la que determine la viabilidad de asignarle un profesional del derecho con tal objetivo.
Para la Corporación es claro que el accionante endilga vulneración a sus derechos fundamentales por una presunta ausencia de defensa técnica, amén de las situaciones que narra en el escrito y al parecer sucedidas por fuera de audiencia, de lo cual no existe soporte alguno. Todo lo cual, según se aprecia, va en contravía de lo expresado por la letrada LINA VERÓNICA BOTERO, profesional que anexó a su escrito copias de las entrevistas que realizó durante la celebración de cada una de las audiencias, y donde dejaba expresa constancia de lo informado a su cliente, quien al final suscribía tales documentos en señal de asentimiento. 
Véase de manera muy particular, que en el formato de entrevista de la Defensoría Pública que elaboró en enero 13 de 2020 al momento de darse lectura a la sentencia condenatoria, se plasmó lo siguiente:
“Lectura sentencia. En la fecha y ante la aceptación de cargos realizada por el usuario en audiencia preparatoria se procede a la lectura de sentencia. Apelo sentencia. En lo atinente al quantum punitivo. Pena 416 meses. Se desiste del recurso a solicitud del procesado”.

La anterior anotación confirma lo narrado por la apoderada, en el sentido que desde aquél preciso momento el procesado adujo querer dejar las cosas así, y ello lo ratificó cuando el último día que tenía para interponerse el recurso reiteró su deseo de no apelar, a consecuencia de lo cual suscribió el documento respectivo, sin que sea de recibo que lo firmó sin leer.

Como era de esperarse, toda vez que no se podía obrar de otra manera, el juzgado de primera instancia aceptó el desistimiento del recurso y declaró en consecuencia la firmeza de la referida sentencia.
En tan particulares términos, no evidencia la Sala vulneración alguna al derecho a la defensa del accionante, en tanto siempre estuvo asistido de un apoderado durante las audiencias que se desarrollaron en el proceso seguido en su contra, sin que en estas se observe irregularidad alguna en punto de la actividad que desempeñó quien ejerció su defensa técnica en la etapa de juzgamiento.  
Y si bien la representante judicial del procesado le solicitó en la audiencia de formulación de acusación –que tuvo la oportunidad de revisar la Sala- una aclaración al fiscal acerca de la imputación jurídica efectuada, muy concretamente en relación con el delito de feminicidio, ya que para ella lo que se presentaba era un homicidio, tal petición se hizo de manera extemporánea en tanto la realizó cuando se le había concedido la palabra para realizar el descubrimiento probatorio; aun así, el señor Fiscal, con el visto bueno de la a quo, le explicó de nuevo los hechos por los cuales para el ente acusador la conducta a endilgarle al señor NELSON ÁVILA era la de feminicidio.
Ahora, en relación con la situación aludida por el accionante, en torno a que su abogada le indicó que no apelaría por cuanto podría ser más gravosa la pena ante el Tribunal, ello no solo es desmentido por la profesional sino que además carece de respaldo probatorio alguno, máxime que tal afirmación se contradice con la entrevista a la que se hizo alusión con antelación, donde se advertía la intención del señor NELSON ÁVILA de desistir de la alzada.

Finalmente y en cuanto a la apreciación subjetiva del accionante respecto a un presunto “conflicto de intereses” en el caso que se adelantó en su contra, situación que en su criterio daría lugar a decretar la nulidad del proceso, consistente en que fueron al menos cuatro mujeres las que participaron en la actuación a saber: la juzgadora, la procuradora, la defensora de víctimas y su apoderada, como situación que en su sentir no garantizaba imparcialidad en la actuación al tratarse de un delito de feminicidio, como quien quiere decir que los intervinientes debieron ser hombres en su totalidad, lo que corresponde sostener es que además de no existir soporte alguno que dé viabilidad a esa tesis, se trata de una aseveración infundada, dado que ello significaría, ni más ni menos, que un delito de feminicidio solo podría ser atendido judicialmente por personas del sexo masculino si se quiere obtener una total y absoluta imparcialidad, y una idea de ese talante rompe abruptamente las reglas de la lógica. 

Lo anterior se afirma, porque se debe partir del entendido que aquí no se trata de una actividad de índole personal sino profesional, en la que cada parte tiene un rol específico qué cumplir, y en consecuencia no tienen cabida los potenciales sesgos ideológicos que presuntamente caracterizan a un determinado género, sino única y exclusivamente el análisis objetivo de los medios de prueba existentes en cada caso específico. Y por lo que se sabe, el hoy sentenciado le manifestó a su apoderada que no tenía medios probatorios o información relevantes que pudiera servir para confrontar los medios de convicción que poseía en su contra la Fiscalía General de la Nación.

En tan particulares términos, no es correcto presumir un interés avieso en la persona de la profesional del derecho que lo asistió, con miras a concluir que por tratarse de un delito de feminicidio no solo no hizo lo que estaba a su alcance para defenderlo, sino que supuestamente obró con el único propósito de perjudicarlo por el simple hecho de tener tanto la víctima como ella la condición de mujer. 

Ahora bien, si considera el accionante que la apoderada que lo asistió en el curso del proceso incurrió en las irregularidades por él denotadas, las cuales no advierte la Sala, no es la vía constitucional la llamada a remediar tal situación, en tanto para ello el ordenamiento jurídico tiene previsto el trámite pertinente ante la Jurisdicción Disciplinaria, a la cual podrá acudir de considerarlo procedente, para que sea allí donde se determine lo atinente al accionar de la letrada.

En ese orden de ideas, y sin lugar a mayores disquisiciones al respecto, la Sala declarará improcedente el amparo.

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Dual de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE DECLARA IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por el señor NELSON MAURICIO ÁVILA DÍAZ. 

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� Sobre el particular ver entre otras: Sentencias T-698 de 2004, T-315 de 2005, T-825 de 2007.


� T-094/13


� ”a.) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. b.) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.  c.) Que se cumpla el requisito de la inmediatez. d.) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. e.) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible, y f.) Que no se trate de sentencias de tutela.”


� “a.) Defecto orgánico; b.) Defecto procedimental absoluto; c.) Defecto fáctico; d.) Defecto material o sustantivo; e.) Error inducido; f.)  Decisión sin motivación; g.)  Desconocimiento del precedente, y h.)  Violación directa de la Constitución.” 


� Sentencia T-555 del 19 de agosto de 2009, M.P. Luis Ernesto Vargas.


� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297/97, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449/98, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300/04, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� CSJ STP, 22 sept. 2015, Rad. 81747


� CSJ STP, 27 feb. 2018, Rad. 97124


� Cfr. Sentencia T-952 de 2006
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